
Santiago,  veint is is de diciembre de dos mi l veint id s .  é ó

VISTO:

En estos autos Rol C-20.286-2013 seguidos ante el Tercer Juzgado Civil de 

Santiago, caratulado Madrid con Compa a de Petr leos  de Chile COPEC“ ñí ó  

S.A , sobre demanda en juicio ordinario por indemnizaci n de perjuicios, por” ó  

medio de sentencia de seis de enero de dos mil diecisiete, el juez suplente del 

tribunal, rechazo la demanda en su totalidad, sin costas por considerar que los 

demandantes tuvieron motivos plausibles para litigar.

La parte demandante, interpuso respecto de aquella decisi n, un recurso deó  

casaci n en la forma, que fue declarado desierto en su oportunidad, y un recursoó  

de apelaci n.ó

La Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia de cinco de septiembre 

de dos mil dieciocho, la revoc , haciendo lugar a la demanda, concediendo a laó  

demandante perjuicios por la suma de $20.000.000 para cada uno de los actores, 

con los recargos que indic  y sin costas, ordenando que cada parte pagase lasó  

propias.

Respecto de esta ltima decisi n, la parte demandada dedujo un recurso deú ó  

casaci n en la forma y otro en el fondo. ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO: 

PRIMERO: Que previo al estudio del recurso interpuesto y conforme lo 

previene el art culo 775 del C digo de Procedimiento Civil, corresponde analizarí ó  

si de los antecedentes de autos se manifiestan vicios en la sentencia que den 

lugar a la casaci n en la forma. Al conocer, entre otros, el recurso de casaci n,ó ó  

la  se alada  norma  autoriza  a  los  tribunales  para  invalidar  de  oficio  lasñ  

sentencias, debiendo o r sobre este punto a los abogados que concurran a alegarí  

en la vista de la causa. Pero si, como sucede en la especie, los defectos formales 

invalidantes s lo han sido detectados despu s de completarse el tr mite de laó é á  

vista, nada obsta a que pueda entrar a evaluar esos vicios con prescindencia de 

tales alegatos, en la medida que aqu llos revistan la suficiente entidad como paraé  

justificar  la  anulaci n  del  veredicto  en  que  inciden,  presupuesto  cuyaó  

concurrencia  quedar  en  evidencia  del  examen  que  ser  consignado  en  losá á  

razonamientos expuestos a continuaci n. ó

SEGUNDO:  Que  para  los  efectos  reci n  mencionados  es  necesarioé  

indicar  que  estos  autos  se  refieren  a  la  demanda  por  responsabilidad 
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extracontractual  fundada en los  art culos  2314 y siguientes  del  C digo Civil,í ó  

enderezada por Mauricio Madrid Marticorena y Luis Sep lveda Marticorena, enú  

contra  de  la  Compa a  de  Petr leos  de  Chile  COPEC  S.A.,  por  lañí ó  

responsabilidad que le cabe en el uso no autorizado de informaci n entregada deó  

buena fe relativa al Proyecto de Producci n de Biodiesel de segunda generaci n“ ó ó  

en base al cultivo de microalgas en las regiones del norte de Chile , y en el retiro”  

inmotivado,  unilateral  y  subrepticio  de  las  negociaciones  mantenidas  para  su 

implementaci n.ó

Se indic  en la  demanda que los  actores,  en  ejercicio  de su actividadó  

profesional,  desarrollaron el proyecto indicado en el a o 2006, cuyo fin era lañ  

incorporaci n  a  la  matriz  energ tica  de  Chile  de  un  nuevo  biocombustibleó é  

renovable  y  no  convencional;  a  este  objeto,  se  vincularon  con  acuerdo  de 

confidencialidad con la empresa Inversiones Key Capital, que intermedi  paraó  

tomar  contacto  con  la  empresa  COPEC  S.A.   En  raz n  de  lo  anterior,ó  

precisaron,  mantuvieron  reuniones  con  la  demandada  a  trav s  de  diversosé  

ejecutivos presentando los antecedentes del proyecto y entregando copia impresa 

de la presentaci n formulada en aquellos encuentros, lo que se prolongaron hastaó  

el a o 2009.ñ

Sin  embargo,  agregaron,  la  demandada  present  igual  proyecto  en  unó  

concurso de CORFO, integrando un consorcio empresarial llamado Algae Fuel 

S.A. que conten a similares antecedentes al que le fuera presentado a COPECí  

S.A.  en  su  oportunidad,  tanto  en  objetivos,  puntos  geogr ficos,  ingenier aá í  

requerida,  desarrollo  de materia prima, transferencia tecnol gica y evaluaci nó ó  

econ mica,  acusando  que  fueron  burlados  en  sus  leg timos  derechos  ya  queó í  

aportaron informaci n de buena fe y fueron preteridos sin explicaci n alguna.ó ó

Fundaron su acci n de perjuicios en las normas de los art culos 2314 yó í  

siguientes, 2284 y 2329 y siguientes, todos del C digo Civil y pidieron la sumaó  

total de $295.000.000 para ambos demandantes como da o emergente,  y por lañ  

p rdida de oportunidad de ofertar el proyecto a otros agentes del mercado oé  

participar en la convocatoria de CORFO, la suma de $300.000.000 para cada 

demandante a t tulo de da o moral.  Todas las sumas con reajustes e interesesí ñ  

desde la fecha de los hechos hasta su pago efectivo con costas.

En  su  contestaci n,  la  demandada  expres  que  la  investigaci n  deó ó ó  

biocombustible  procedente  de  microalgas  es  anterior  al  proyecto  de  los 

demandantes  y  que  no  son  due os  de  producto  alguno,  que  adem s,  losñ á  
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ejecutivos con quienes mantuvieron reuniones lo eran de una empresa diversa y 

no la que figura como demandada y resulta ser efectivo que particip  en unó  

consorcio  empresarial  como  inversionista  en  un  proyecto  CORFO  sobre 

biocombustible que era continuaci n de otro anterior ya desarrollado y en el queó  

no  hab a  participado.   Agreg  que  nunca  se  suscribi  contrato  deí ó ó  

confidencialidad  alguno  y  que  el  proyecto  de  los  demandantes  no  ten aí  

informaci n relevante, sin aportar ninguna ventaja o innovaci n en la materia,ó ó  

de modo que sus actividades lo fueron en el  libre ejercicio de su derecho a 

desarrollar una actividad econ mica y asociarse.ó

Aleg  falta de legitimaci n pasiva ya que quien evalu  la propuesta de losó ó ó  

demandantes fue EMPRESAS COPEC S.A. que tiene por finalidad la ejecuci nó  

de  diversas  inversiones  en  rubros  forestales,  pesquero,  minero,  el ctrico  y deé  

combustibles, a diferencia de la Compa a de Petr leos de Chile COPEC S.A.,ñí ó  

que explota el rubro de venta y distribuci n de combustibles en todo Chile aó  

trav s de estaciones de servicio.é

Controvirti  tambi n la procedencia de los requisitos de la responsabilidadó é  

extracontractual imputada, y particularmente el monto de los da os demandados,ñ  

indicando  que  no  concurren  los  supuestos  para  la  procedencia  de  tan  alta 

indemnizaci n y pidi  el rechazo de la demanda con costas.ó ó

TERCERO: Que, la sentencia de primera instancia, luego de precisar 

los elementos de la responsabilidad extracontractual y rese ar la prueba rendida,ñ  

indic  que  resultaba  efectivo  que  los  demandantes  buscaron  apoyo  en  laó  

demandada  para  llevar  a  cabo  un  trabajo  relacionado  con  biocombustibles 

denominado Proyecto de producci n biodiesel de segunda generaci n en base a“ ó ó  

sistema  de  cultivo  de  microalgas  en  las  regiones  del  norte  de  Chile ,  sin”  

embargo, asent  que se trata de un tema ya investigado en Universidades deó  

Estados  Unidos,  de  f cil  consulta  en  internet,  y  que  COPEC S.A.  evaluabaá  

diversos proyectos, sin que recibiera informaci n confidencial o secreta.ó

Determin  este fallo que CORFO desarroll  en el a o 2008 un llamadoó ó ñ  

para optar a fondos para el desarrollo de biocombustibles en el que particip  laó  

demandada junto a otras entidades, sin embargo, -precis - correspond a a losó í  

actores  acreditar  qu  tipo  de  aporte  hizo  a  la  demandada  y  si  ello  eraé  

informaci n confidencial, lo que no se prob ; por el contrario, el an lisis de laó ó á  

diversa prueba rendida, determin  que no exist a material con ese car cter yaó í á  

que  m ltiples  instituciones  se  dedican  a  su  estudio  como consta  en  diversasú  
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p ginas electr nicas y, sin que existiera un compromiso de reserva suscrito entreá ó  

las partes, no resultando l gico la entrega de un material sin resguardo, como seó  

hizo en las reuniones sostenidas por las partes.

Concluy  el  fallo  de  primer  grado  que  solo  existieron  tratativasó  

preliminares para buscar apoyo en el proyecto, pero la prueba result  insuficienteó  

para acreditar la existencia del hecho il cito acusado en la demanda, por lo queí  

se  rechaz  sta,  sin  costas,  por  estimar  que los  demandantes  ten an  motivosó é í  

plausibles para litigar.

CUARTO: Que, la Corte de Apelaciones, conociendo de un recurso de 

apelaci n de los demandantes, revoc  la sentencia apelada, haciendo lugar a laó ó  

demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  responsabilidad  precontractual,ó  

concediendo nicamente la suma de $20.000.000 a cada actor, a t tulo de da oú í ñ  

moral, con reajuste e intereses desde la ejecutoriedad de la sentencia hasta su 

pago  efectivo,  sin  costas.  Efectu  tambi n  correcciones  formales  al  fallo  deó é  

primera  instancia,  el  que  dio  por  reproducido,  salvo  en  sus  considerando 

vig simo tercero y vig simo cuarto, que elimin .é é ó

En sus fundamentos asent  la existencia del proyecto de los demandantes yó  

de las reuniones e intercambio de informaciones habidas con la demandada, la 

que  se  neg  a  suscribir  un  acuerdo  de  confidencialidad  retir ndose  de  lasó á  

conversaciones. Considerando la prueba rendida, particularmente una serie de 

correos electr nicos acompa ados, dio por establecida la existencia de tratativasó ñ  

preliminares entre las partes sobre el alcance del proyecto, participando luego 

COPEC S.A. en otro de la misma especie, por intermedio de la empresa Algae 

Fuels S.A., teniendo ste ltimo similares caracter sticas con el desarrollado poré ú í  

los actores.

Indic ,  adem s,  que  el  tema  de  la  responsabilidad  por  las  tratativasó á  

preliminares  hab a  sido  tratado  en  una  sentencia  de  esta  Corte,  la  queí  

transcribi ,  afirmando  que  estas  gestiones,  sostenidas  durante  largo  tiempo,ó  

generan  la  obligaci n  de  comportarse  de  buena  fe,  lo  que  no  resultaó  

incompatible con la libertad contractual ya que no significa que una parte esté 

obligada a contratar sino a comportarse con lealtad.  En el caso, precis  el falloó  

recurrido,  las  conversaciones  mantenidas  por  m s  de  un  a o  generaron  unaá ñ  

razonable confianza en la conclusi n o perfeccionamiento del contrato, m s a nó á ú  

con la dedicaci n dada por los demandantes, por lo que el retiro intempestivo deó  

una empresa de renombre origina desaz n inestimable, m s a n cuando se formaó á ú  
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luego un consorcio tecnol gico empresarial para la producci n de biocombustibleó ó  

de microalgas, lo que revela una l gica fr a de ganancia al costo de desplazar aó í  

quienes ven m s d biles en un determinado negocio.á é

En relaci n  a la  valoraci n  del  da o moral,  indic  que de los  hechosó ó ñ ó  

establecidos  se  puede  inferir  la  existencia  de  pesar,  desesperanza,  desgano, 

frustraci n, angustia y temor en confiar en las personas y en las institucionesó  

fijando el monto ya se alado.ñ

En cuanto al  da o emergente  y el  lucro  cesante,  los  desestim  por lañ ó  

ausencia de prueba que permita configurar su existencia y cuantificaci n.ó

QUINTO: Que, como se precis  m s arriba, en su libelo pretensor laó á  

demandante indic  que el hecho il cito se sustentaba en dos aspectos, el primeroó í  

lo  constitu a  el  retiro  inmotivado,  unilateral,  subrepticio  y  sin  aviso  de  lasí  

negociaciones y la recepci n de informaci n relevante a objeto de dejar de ladoó ó  

a los demandantes usando datos entregados de buena fe, siendo los da os losñ  

gastos propios de las tratativas y de la informaci n aportada; y, el segundo, laó  

p rdida  de  oportunidad  de  haber  ofertado  el  proyecto  a  otros  actores  delé  

mercado, y de participar junto a otras empresas en el proyecto convocado por 

Innova Chile de CORFO y la Comisi n Nacional de Energ a, originando unó í  

sentimiento de frustraci n frente a la actitud de la demandada, originando eló  

perjuicio moral que demanda.

No  fue  desconocido  en  el  fallo  de  primera  instancia  la  existencia  de 

tratativas entre las partes sobre el  proyecto desarrollado por los demandantes 

denominado Proyecto de Producci n de Biodiesel  de segunda generaci n en“ ó ó  

base a sistema de cultivo de microalgas en las regiones del norte de Chile , sin”  

embargo,  asent   como se  precisa  en  el  considerando noveno-  que  en  eseó –  

tiempo exist an m ltiples estudios sobre la materia y era de f cil conocimientoí ú á  

por cuanto circulaban por internet.

En cuanto a la participaci n de COPEC S.A. en el proyecto CORFOó  

ambas partes estuvieron contestes en ello, precisa el fallo indicado en el motivo 

vig simo, pero correspond a a la parte demandante acreditar el aporte de losé í  

demandados y s  esa informaci n era confidencial, lo que no result  probado, yí ó ó  

m s bien lo asentado es que no existi  informaci n con ste car cter, sin existirá ó ó é á  

un compromiso de reserva. En el proyecto CORFO, adem s, participaron otrasá  

instituciones sin determinarse qu  tipo de aporte efectu  la demandada en l.é ó é
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Sobre la cualidad de las conversaciones el motivo vig simo primero analizaé  

la  declaraci n  de  testigos  y  valora  la  confesional  de  los  demandantes,ó  

concluyendo lo siguiente: “…Esta afirmaci n de los demandantes de ser as , laó í  

informaci n que se manejaba no tendr a car cter confidencial, pues no resultaó í á  

l gico  que  en  el  marco  de  conversaciones  de  negocios  se  proporcioneó  

informaci n  confidencial,  sin  guardar  los  resguardos  necesarios.  Tampoco losó  

emailes acompa ados permiten establecer el manejo de informaci n relevante,ñ ó  

sino  que  m s  bien  guardan  relaci n  con  lo  se alado  por  los  testigos  de  laá ó ñ  

demandante que hablaban de objetivos y de etapas. .”

SEXTO: Que, lo indicado en los  considerandos anteriores,  no resultó 

eliminado en la sentencia de la Corte de Apelaciones, que luego de reproducir el 

fallo apelado, s lo suprimi  los considerandos vig simo tercero y vig simo cuarto,ó ó é é  

que son de naturaleza conclusiva a las aseveraciones y hechos que se asentaron 

en los motivos anteriores.

En efecto, la sentencia de primera instancia determin  que la informaci nó ó  

materia de las conversaciones de las partes, no ten a el car cter de confidencial í á –

o al menos ello no se prob - y que las tratativas se daban en un contexto deó  

b squeda de inversionistas por parte  de los demandantes;  luego,  la  Corte deú  

Apelaciones transcribe una sentencia de esta Corte, y sin analizar los supuestos o 

condiciones  de  la  responsabilidad  pre-contractual  ocurridos,  determina  la 

existencia de una razonable confianza en los demandantes que habr a originadoí  

en ellos una desaz n inestimable y una alteraci n significativa de la vida juntoó ó  

con la constataci n de la participaci n de COPEC S.A. en un consorcio paraó ó  

iguales fines.

La  sentencia  recurrida  no  explica  de  qu  forma,  a  partir  de  hechosé  

asentados en considerandos no eliminados del fallo de primera instancia, una 

informaci n que no tuvo el car cter de reservada y de p blico alcance, analizadoó á ú  

a prop sito de la b squeda de inversionistas, tuvo la aptitud de constituir unó ú  

hecho il cito como el sostenido en la demanda y derivar de ellos la obligaci n deí ó  

reparaci n de perjuicios morales  que indic .    Adem s, tampoco explicita deó ó á  

manera  clara  los  antecedentes  de  prueba  referidos  a  la  existencia  de  este 

perjuicio, pues tambi n aquel requiere ser probado y los casos en pueda darseé  

por supuesto, tienen su fundamento en las caracter sticas del hecho que motiva laí  

reparaci n.ó
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S PTIMOÉ :  Que  esta  Corte  ha  se alado  que  la  existencia  deñ  

motivaciones contradictorias producen el natural efecto de anularse mutuamente, 

situaci n  que,  seg n  se  expuso,  se  configura  en  la  especie,  quedando  as  laó ú í  

decisi n  expresada  en  lo  resolutivo  del  fallo,  desprovista  de  razonamientosó  

suficientes, lo que incide en la apreciaci n de la concurrencia de los presupuestosó  

de procedencia de la acci n. ó

De  este  modo,  la  sentencia  contiene  consideraciones  basales  que  se 

contraponen  y  que  la  tornan  carente  de  la  debida,  adecuada,  pertinente  y 

suficiente  fundamentaci n,   tanto  para  el  establecimiento  de  los  hechos  deló  

proceso cuanto para la justificaci n de la decisi n adoptada,  lo que debe seró ó  

abordado en razonamientos atinentes al debate. 

OCTAVO:  Que  en  concordancia  con  lo  expresado  debe  tenerse  en 

consideraci n que el C digo de Procedimiento Civil, en los art culos 158, 169,ó ó í  

170 y 171, regul  las formas de las sentencias.       ó

En cumplimiento a lo estatuido por el art culo 5  transitorio de la Ley Ní ° º 

3.390, de 15 de julio de 1918, que mandat  a este tribunal para establecer poró  

medio de un Auto Acordado la forma en que deben ser redactadas las sentencias 

definitivas a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los art culos 170 y 785 delí  

C digo de Procedimiento Civil, esta Corte procedi  a dictar el Auto Acordadoó ó  

sobre la forma de las sentencias, de fecha 30 de septiembre de 1920, expresando 

que  las  definitivas  de  primera  o  de  nica  instancia  y  las  que  revoquen  oú  

modifiquen las de otros tribunales, contendr n: 5  Las consideraciones de hechoá “ °  

que sirvan de fundamento al fallo. Se establecer n con precisi n los hechos sobreá ó  

que versa la cuesti n que deba fallarse, con distinci n de los que hayan sidoó ó  

aceptados o reconocidos por las partes y de aquellos respecto de los cuales haya 

versado  la  discusi n;  6  En  seguida,  si  no  hubiere  discusi n  acerca  de  laó ° ó  

procedencia legal de la prueba, los hechos que se encuentren justificados con 

arreglo  a  la  ley  y  los  fundamentos  que  sirvan para estimarlos  comprobados, 

haci ndose, en caso necesario, la apreciaci n correspondiente de la prueba deé ó  

autos  conforme a  las  reglas  legales;  7  Si  se  suscitare  cuesti n  acerca  de  la° ó  

procedencia de la prueba producida, la exposici n de los fundamentos que debenó  

servir para aceptarla o rechazarla, sin perjuicio del establecimiento de los hechos 

en la forma expuesta en los p rrafos precedentes para los fines consiguientes; 8á ° 

Establecidos los hechos, las consideraciones de derecho aplicables al caso; 9  La°  

enunciaci n de las leyes o en su defecto de los principios de equidad con arregloó  
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a los cuales se pronuncia el fallo; 10  Tanto respecto de las consideraciones de°  

hecho como las de derecho, el tribunal observar  al consignarlas el orden l gicoá ó  

que el encadenamiento de las proposiciones requiera, y, al efecto, se observar ,á  

en  cuanto  pueda  ser  aplicable  a  tribunales  unipersonales,  lo  dispuesto  en  el 

art culo 186 del C digo de Procedimiento Civil  (actual art culo 83 del C digoí ó ” í ó  

Org nico de Tribunales).á

En diferentes ocasiones esta Corte Suprema ha resaltado la importancia de 

cumplir con tales disposiciones, por la claridad, congruencia, armon a y l gica ení ó  

los  razonamientos  que  deben  observar  los  fallos,  entre  las  que  destaca  la 

sentencia publicada en la  Revista de Derecho y Jurisprudencia Tomo XXV, 

Secci n 1 , p g. 156.        ó ° á

NOVENO: Que, en consecuencia, para dar estricto cumplimiento a lo 

dispuesto por el constituyente y el legislador, los jueces han debido agotar el 

examen de las argumentaciones que sustentan las alegaciones y  defensas de las 

partes, analiz ndolas tambi n conforme a las probanzas que a ellas se refieren. á é

En este  mismo  sentido,  considerar  implica  reflexionar  detenidamente“ ”  

sobre algo determinado, es decir, concreto. 

As , del contexto de justificaci n que antecede queda demostrada la falta aí ó  

las  disposiciones y principios referidos en que incurrieron los  magistrados del 

grado, lo que constituye el vicio de casaci n en la forma previsto en el art culoó í  

768 N  5 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n con el numeral 4  del° ó ó °  

art culo 170 del mismo texto legal, por la falta de consideraciones de hecho queí  

sirven de fundamento al fallo. 

D CIMO:É  Que  el  art culo  775  del  C digo  de  Procedimiento  Civilí ó  

dispone que los tribunales,  conociendo, entre otros recursos, por la v a de laí  

casaci n,  pueden  invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando  los  antecedentesó  

manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaci n en la forma. ó

UND CIMO:É  Que  por  las  razones  expresadas  en  las  motivaciones 

anteriores se proceder  a ejercer las facultades que le permiten a esta Corte casará  

en la forma de oficio.       

De conformidad a lo expuesto, las normas legales citadas y lo prescrito en 

los art culos 768 y 775 del C digo de Procedimiento Civil,  í ó se  inval ida  de 

of ic io  la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago el cinco de 

septiembre de dos mil dieciocho, que revoca la pronunciada por el tribunal  a 
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quo, reemplaz ndola por la que ser  dictada a continuaci n, separadamente, siná á ó  

nueva vista de la causa. 

T nganse por no interpuesto los recursos de casaci n en la forma y en elé ó  

fondo  deducidos  por  el  abogado  Juan  Carlos  Balmaceda  Pe afiel,  enñ  

representaci n de la parte demandada.ó

Reg strese.       í

Redacci n a cargo del abogado integrante Sr. Enrique Alcalde R.ó

Rol N  º 29.662-2018.
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Santiago, veintis is de diciembre de dos mil veintid s. é ó

En  cumplimiento  a  lo  ordenado  en  el  fallo  precedente  y  lo 

estatuido  en  el  art culo  785  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  seí ó  

pronuncia la siguiente sentencia de reemplazo.

VISTO: 

Se  reproduce  el  fallo  en  alzada,  y  lo  expresado  en  los 

considerandos cuarto y quinto de la sentencia de casaci n, y teniendo enó  

su lugar y adem s presente:á

PRIMERO: Que, como se precis  en la sentencia de casaci n, eló ó  

hecho il cito en que se fundamenta la responsabilidad extracontractualí  

demandada lo constituye tanto el retiro intempestivo y unilateral de las 

negociaciones con recepci n y uso de informaci n relevante, as  como laó ó í  

p rdida  de  oportunidad  de  ofertar  el  proyecto  a  otros  actores  delé  

mercado o participar de los llamados de CORFO para la investigaci nó  

de materias relativas al estudio de los demandantes.

El  fallo  de  primera  instancia  indica  en  sus  motivos  vig simoé  

segundo y vig simo tercero que existieron tratativas preliminares con elé  

fin de buscar apoyo a cuyo prop sito, los demandantes, contactaron aó  

Jos  Elorriaga  Uribe,  para  que  buscara  interesados  en  desarrollar  sué  

proyecto y ste no ten a limitaciones o restricciones en su b squeda; ené í ú  

este contexto, precisa luego, las partes tienen derecho a interrumpir las 

negociaciones si no se concretan ciertos requerimientos, siendo necesario 

acreditar los requisitos propios de la responsabilidad extracontractual. Al 

efecto,  precis  en  su  considerando  vig simo  tercero,  que  no  existió é ó 

prueba sobre la existencia del hecho il cito, í “pues hubo tratativas dentro  

de un marco donde exist an diversos estudios al respectoí  y tampoco se”  

prob  ó “que  la  demandada  aportara  alg n  conocimiento  relevanteú  

confidencial pues en la postulaci n al proyecto Corfo, postul  con otrasó ó  

instituciones  investigadoras  y  es  la  propia  parte  demandante  quien  
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reconoce  en  su  observaci n  a  la  prueba  que  no puede  probar  si  laó  

demandada aport  o no conocimiento confidencialó . ”

Como  puede  observarse,  la  parte  demandante  vincul ,  en  laó  

construcci n de su demanda, tanto la entrega de material confidencialó  

como la utilizaci n de ste en el proyecto CORFO en que particip  laó é ó  

demandada junto a otras empresas e instituciones, elementos esenciales 

que no han sido establecidos en el proceso, tal como refiere latamente el 

fallo de primera instancia que se revisa.

SEGUNDO:  Que conviene, asimismo, recordar que la doctrina 

ha se alado que la regulaci n legal, en materia civil, de la formaci n delñ ó ó  

consentimiento no recoge la  realidad  pr ctica,  en cuanto,  previo a laá  

oferta,  suele  existir  un  per odo  anterior  de  negociaci n  o  tratativasí ó  

preliminares, cuyo es el caso de lo alegado en esta causa.

El  tema  ha  sido  objeto  de  un  muy  detallado  an lisis  a  fin  deá  

establecer si, en esta etapa previa a la formaci n del contrato, podr a oó í  

no  surgir  una  responsabilidad  para  los  part cipes  de  la  negociaci n;í ó  

responsabilidad que suele denominarse “precontractual”

Sobre la materia, es necesario considerar que durante el per odoí  

precontractual a n no hay intenci n de obligarse, sino que existe libertadú ó  

para negociar, debatir distintas posturas, y as  explorar si es o no buenoí  

contratar, intercambiando informaci n.ó

La doctrina tradicional se ala que el principio que impera es el deñ  

la libertad de contratar y, por lo tanto, hay ausencia de obligaciones. 

Consecuentemente, no existe reproche si hay un desistimiento unilateral y 

no hay responsabilidad porque se ejerce el libre derecho de desistirse del 

eventual contrato, aunque haya da os.ñ

La  doctrina  moderna,  en  cambio,  cree  que  si  puede  haber 

responsabilidad. 

Al respecto,  Faguella  sostiene que habr  responsabilidad cuandoá  

una de las  partes  se retira arbitrariamente  de las  negociaciones,  y es 
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arbitrario cuando hay una violaci n de la confianza que se genera aló  

consentir,  al  tratar,  o bien cuando se viola el  pacto de garant a  al“ í ”  

negociar, que tiende a resguardar que las negociaciones seguir n su cursoá  

normal hasta llegar a la celebraci n de un contrato o hasta el fracaso deó  

las negociaciones, por existir intereses econ micos irreconciliables. (citadoó  

por Saavedra Galleguillos, Francisco (2004), La responsabilidad durante“  

los  tratos  negociales  previos ,  en  Revista  ” Lex  et  veritas,  Facultad  de 

Ciencias Jur dicas de la Universidad Internacional Sek, Santiago, Editoralí  

Metropolitana, Vol. 2. p. 85)

Se critica a Faguella por su extrema rigidez; nadie negociar a ení  

esas  condiciones.  Por  lo  mismo,  otros  autores  afirman que no puede 

haber responsabilidad sin culpa; y hay culpa cuando se infringen los usos 

impuestos y la equidad comercial. En la misma l nea, Barrientos afirmaí  

que la confianza que se ha creado en el otro, apreciable objetivamente, y 

su infracci n intencional por uno de los tratantes y que origina un da oó ñ  

patrimonial,  supone  despreciar  la  buena  fe.  (Barrientos  Zamorano, 

Marcelo (2010):  Da os y Deberes en las Tratativas Preliminares de unñ  

Contrato (Legal Publishing, segunda edici n, enero de 2010, ó pp. 53 y 55)

Seg n  Roppo,  as  como  el  aceptante  que  experimenta  laú í  

retractaci n puede tener derecho al contrato o derecho al resarcimiento,ó  

conforme a lo que logre probar y argumentar en torno de la oportunidad 

o inoportunidad de aquella, lo mismo vale para la parte involucrada en 

la formaci n progresiva del contrato, y sorprendida por la salida de laó  

contraparte que abandona una tratativa que est  bastante avanzada, oá  

pr cticamente concluida. Si prueba que el contrato se ha formado, tieneá  

derecho al contrato, en caso contrario, tiene derecho, por lo menos, al 

resarcimiento.  (Roppo,  Vincenzo  (2004):  Divagaciones  no  muy“  

ortodoxas en materia de contratos  en  ” Estudios sobre el Contrato en 

general  por  los  sesenta  a os  del  C digo  Civil  italianoñ ó  (1942-2002) 

(V.V.A.A.) (trad. Leysser L. Le n, Lima, ARA Editores, segunda edici n,ó ó  
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p.  512.)   Tal  indemnizaci n  afirma  Monateri  se  limita  al  ó – – inter sé  

negativo y  no  puede  extenderse  al  perjuicio  sufrido  por  la  frustrada 

celebraci n  del  contrato.  (Monateri,  Pier  Guiseppe  (2004):  Laó “  

responsabilidad precontractual en el ordenamiento jur dico italiano  ení ”  

Estudios sobre el Contrato en general por los sesenta a os del C digoñ ó  

Civil italiano (1942-2002), V.V.A.A. (trad. Leysser L. Le n, Lima, ARAó  

Editores, segunda edici n, p. 533).ó

Rosende, por su parte, se ala que para que nazca responsabilidadñ  

precontractual se requiere:

a. Que exista  consentimiento en las  tratativas  preliminares  o 

acuerdo en negociar. Siempre se debe respetar el principio de la libertad 

para negociar (decidir si se contrata o no), pero cuidando de respetar el 

patrimonio ajeno. Las partes deben ejercer su libertad dentro del marco 

de  la  buena  fe  que  morigera  lo  anterior.  Si  se  viola  la  buena  fe 

negociando y se causa un da o con culpa, cabe la indemnizaci n pues señ ó  

est  cometiendo un il cito civil. Si el hecho es il cito hay un delito civil. Siá í í  

el hecho es l cito, tambi n podr a haber responsabilidad precontractual,í é í  

pues puede tratarse de un caso de enriquecimiento sin causa.

b. Que se hayan efectuado gastos por una de las partes en v así  

del contrato. Hay que distinguir: 

- si  las  partes  han  estipulado la  forma  en  que  se  han  de 

solventar los gastos, accidentes, etc., regir  el acuerdo entre las partes deá  

la negociaci n y habr , consecuentemente, responsabilidad contractual; ó á

- en  cambio,  si  no  se  ha  estipulado  nada  al  respecto,  será 

necesario determinar qui n paga por ellos en la etapa de negociaci n.é ó  

Para este efecto, ser  menester dilucidar si los gastos se realizaron antesá  

de la negociaci n o durante ella.  (i)  Respecto de los gastos incurridosó  

antes de la  negociaci n,  estos son de cargo de quien los  realiza,  poró  

ejemplo, gastos por publicidad, porque ceden en beneficio propio, salvo 

que otro se haya aprovechado tambi n de los mismos pues, en ese caso,é  
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habr a enriquecimiento sin causa en la medida que no sea motivo deí  

lucro para quien se empobreci .  (ii)  Respecto de los gastos incurridosó  

durante las tratativas, deber  distinguirse qui n soport  el gasto y a qui ná é ó é  

beneficia.  No hay derecho a reembolso respecto de los  gastos que se 

hacen por iniciativa propia y que ceden, tambi n, en beneficio propio.é  

En cambio, trat ndose de los gastos incurridos por iniciativa propia y queá  

benefician  a  ambos,  habr  derecho  a  repetir  cuando  existeá  

enriquecimiento sin causa. 

c. Debe  existir  un  retiro  unilateral  de  las  negociaciones  

contrario a la buena fe. Desde el momento en que tiene lugar un retiro, 

se materializa el riesgo de no realizar el negocio, existe certeza de la no 

realizaci n  del  negocio.  Sin  embargo,  por  ese  solo  hecho  no  hayó  

responsabilidad, porque si as  fuera nadie negociar a. Hay que buscar uní í  

equilibrio entre la libertad para negociar y el respeto al patrimonio ajeno, 

y  ese  equilibrio  es  la  buena  fe.  (Rosende  lvarez,  Hugo  (1979),Á  

Responsabilidad Precontractual, Ediciones Universitarias de Valpara so,í  

Valpara so, 1979, p ginas 29 a 35).í á

TERCERO: Que  esta  Corte  Suprema  (SCS  Rol  N  45.515-°

2017) ha tenido ocasi n de referirse al tema que se analiza y lo ha hechoó  

en los siguientes t rminos:é

“Cuarto:  Que  las  tratativas  contractuales  o  precontractuales 

constituyen  di logos,  intercambios  de  informaci n  y  evaluaciones  deá ó  

factibilidad  preliminares  que  preceden  a  la  asunci n  de  obligacionesó  

contractuales  y  permiten a  los  negociantes  establecer  los  t rminos  delé  

contrato que procuran celebrar.

Acerca  de  la  responsabilidad  precontractual  Rudolf  von  Ihering 

forj  la teor a de la culpa  ó í in contraendo apuntando que la diligencia 

propia del contrato no s lo se exig a en las relaciones ya establecidas,ó í  

sino tambi n en las relaciones contractuales en v as de formaci n. é í ó

EXXVXCRYXJY



En nuestro pa s,  el  profesor Hern n Corral  Talciani  al  abordarí á  

esta materia expresa que “las reglas de responsabilidad aplicables a los  

casos  de  obligaciones  legales  relacionadas  con  la  oferta  deben  ser  

complementadas por las normas de la responsabilidad extracontractual.  

En caso del cierre de negocios, no parece sencillo visualizar un verdadero  

cuasicontrato, ya que existe una convenci n (oferta aceptada). Por ello suó  

incumplimiento  originar  responsabilidad  contractual,  pero  siempre  yá  

cuando  sea  reconocido  como  v lido  y  eficaz  como  convenci ná ó  

innominada . A ade que ” ñ “en caso contrario la responsabilidad por su  

ruptura ser  extracontractual por violaci n del principio general de laá ó  

buena fe  (Lecciones de Responsabilidad Civil Extracontractual, Editorial”  

Jur dica de Chile, primera edici n, febrero de 2004, p g. 43).í ó á

Quinto: Que en el mismo sentido Enrique Barros Bourie expresa 

que  “mientras  no  haya  consentimiento,  no  nacen  obligaciones  

contractuales entre las partes, pues stas tienen por antecedente necesarioé  

la  voluntad  de  obligarse  (art culo  1445).  Sin  embargo,  ya  durante  laí  

negociaci n del contrato surgen para las partes deberes de cuidado. Si lasó  

partes regulan sus negociaciones mediante acuerdos en principio u otras  

convenciones  preliminares,  los  deberes  rec procos  devienen  ení  

obligaciones contractuales, en los t rminos de esos acuerdos. A falta deé  

esos contratos preparatorios, cuya interpretaci n y efectos pertenecen aló  

derecho de los contratos, los deberes de cuidado que las partes deben  

emplear en la negociaci n est n impuestos por el derecho, y no por laó á  

convenci n,  de  modo  que  la  responsabilidad  precontractual  esó  

extracontractual  (Tratado de Responsabilidad Extracontractual, Editorial”  

Jur dica de Chile, primera edici n, a o 2006, p gs.. 1003-1004).í ó ñ á

De lo antes expuesto es posible colegir que el caso sub lite debe ser 

resuelto a la luz de lo dispuesto en los art culos 2314 y siguientes delí  

C digo Civil, toda vez que las tratativas preliminares llevadas a cabo poró  

las partes no concluyeron con la celebraci n de un contrato y, por ende,ó  
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stas  no  quedaron  vinculadas  por  convenci n  alguna.  Lo  expuestoé ó  

descarta la aplicaci n de los art culos 97 a 109 del C digo de Comercio,ó í ó  

de manera que cabe desechar los errores de derecho en que se funda el 

presente arbitrio, en tanto no se refieren al r gimen de responsabilidadé  

aplicable en la especie.

Sexto:  Que  la  responsabilidad  extracontractual  se  encuentra 

regulada en los art culos 2314 y siguientes del C digo Civil. El primeroí ó  

de ellos estatuye que “el que ha cometido un delito o cuasidelito que ha  

inferido da o a otro, es obligado a la indemnizaci n; sin perjuicio de lañ ó  

pena  que  le  impongan  las  leyes  por  el  delito  o  cuasidelito .  Esta”  

responsabilidad civil surge cuando se verifica un hecho voluntario, il cito,í  

imputable, que ha sido la causa de un da o a las personas.ñ

Al efecto, durante las tratativas preliminares no existe un v nculoí  

contractual pero las partes se encuentran vinculadas por una relaci n deó  

confianza, que da lugar a determinados deberes de conducta exigibles, 

particularmente deberes precontractuales. “Estos deberes precontractuales  

depender n  de  las  circunstancias  concretas  del  caso,  pero  se  suelená  

se alar  dentro  de  estos,  el  deber  de  informaci n,  protecci n  yñ ó ó  

confidencialidad, en este sentido no hay duda de la existencia de dichos  

deberes, los que son regidos en gran medida por criterios de lealtad en  

las negociaciones  (Revista Estudios Jur dicos Democracia y Justicia, N” í ° 

1, a o 2012, Universidad de Talca, Algunas Consideraciones sobre elñ “  

deber de informaci n en las tratativas preliminares: un an lisis desde eló á  

C digo Civil Chileno , Diego Mat as Vald s Quinteros).ó ” í é

El citado autor sostiene que cada parte espera de la otra que se 

comporte conforme a la buena fe, de manera que la oferta de contratar y 

la negociaci n contractual conlleva los deberes de cooperaci n y lealtad,ó ó  

ello  implica  que  en  este  tipo  de  responsabilidad  civil  deben  estar 

presentes  los  siguientes  elementos:  a)  la  creaci n  de  una  razonableó  

confianza en la conclusi n o perfeccionamiento del contrato proyectado;ó  
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b) la producci n de un da o en el patrimonio de una de las partes; y c)ó ñ  

la relaci n de causalidad entre el da o al patrimonio por un lado y laó ñ  

confianza que fue promovida y result  defraudada por el otro negociante.ó

El il cito en este caso no consiste en haberse resistido a celebrar elí  

contrato, sino en haber negociado de mala fe o con grave desaprensi nó  

respecto  de  los  intereses  de  la  otra  parte,  como  ser a  la  rupturaí  

intempestiva de las negociaciones. Por ende, “la regla general ser  que elá  

inter s protegido no es el beneficio que el contrato habr a reportado alé í  

demandante si hubiese llegado a celebrarse o si hubiese sido v lido (estoá  

es, la frustraci n del prop sito contractual), sino los da os que se siguenó ó ñ  

del il cito, como son los costos de negociaci n y los que se derivan de laí ó  

confianza  creada  en  la  contraparte  y  contrariada  de  mala  fe  por  el  

demandado  (Barros, ob. cit., p g. 1007).” á

En  iguales  t rminos  el  profesor  Marcelo  Barrientos  Zamoranoé  

afirma que “La buena fe en la etapa in contrahendo requiere hablar  

claro, evitar hacer afirmaciones inexactas o guardar silencio sobre ciertas  

informaciones  que  puedan  conducir  a  la  otra  parte  a  una  errada  

representaci n de los elementos del contratoó .  Considera el  autor que”  

“La  confianza  creada,  apreciable  objetivamente,  y  su  infracci nó  

intencional por uno de los tratantes, que origina un da o patrimonial,ñ  

supone  despreciar  la  buena  fe  ( Da os  y  Deberes  en  las  Tratativas” “ ñ  

Preliminares  de un Contrato ,  Legal Publishing, 2  Edici n, enero de” ° ó  

2010, p gs. 53 y 55).á

S ptimoé : Que trat ndose de la responsabilidad extracontractual ená  

el contexto de las tratativas preliminares es importante recalcar que el 

retiro  durante  esta  fase  es  un  derecho  para  las  partes,  pero  ello  no 

excluye la responsabilidad por los da os que se generen por aquel que señ  

desiste sin causa o arbitrariamente. Es as  como el profesor Barros afirmaí  

que la responsabilidad por ruptura de las negociaciones no tiene jam sá  

por antecedente el mero hecho de que el contrato no llegue a celebrarse, 

EXXVXCRYXJY



sino las hip tesis en que una parte ha abusado de la confianza de suó  

contraparte, infligi ndole da o (ob. cit., p g. 1008).é ñ á

En el mismo sentido el profesor Barrientos refiere que “Llegados a 

aquel instante de la negociaci n en que la confianza en el actuar del otroó  

es asumida como parte de la continuaci n de las mismas, y habiendoó  

sido lograda ella a trav s de acciones o pr cticas que de ordinario hacené á  

presumir tal confianza en el curso normal o previsible de los negocios de  

acuerdo a la pr ctica jur dica, la ruptura intempestiva e injustificada deá í  

las  negociaciones  preliminares  aparece  como  ileg timo  ejercicio  deí  

libertad de parte de una de ellas  (ob. cit., p g. 59).” á

Para  que  opere  el  resarcimiento  por  el  retiro  intempestivo  se 

requiere que la negociaci n est  en un estado de avance tal que existaó é  

acuerdo acerca de los  aspectos esenciales  del  contrato que se discute, 

como  tambi n  que  el  demandado  haya  creado  en  la  contraparte  laé  

certeza  de  que  la  negociaci n  concluir  en  un  contrato.  ó á “La 

responsabilidad por ruptura de las negociaciones debe ser entendida de  

mejor manera a la luz del abuso de una potestad jur dica, que no exigeí  

intenci n de da ar pero s  una grave desconsideraci n del inter s de laó ñ í ó é  

contraparte que es incompatible con la buena fe  (Barros, ob. cit., p g.” á  

1012).  ”

CUARTO: Que, en la misma l nea en que se viene razonando,í  

tanto  la  doctrina  como  la  jurisprudencia  han  tenido  oportunidad  de 

pronunciarse,  todav a con mayor  precisi n,  acerca  de los  requisitos  yí ó  

condiciones para que la infracci n o retiro de las tratativas preliminaresó  

puede ser fundamento de responsabilidad extracontractual.  

Como punto de partida en su determinaci n, se ha expresado queó  

toda persona tiene la posibilidad de concluir  los contratos que estime 

pertinente y con quien lo crea apropiado, sin embargo, se ha indicado 

las partes intervinientes tienen la obligaci n de obrar dentro de los“… ó  

l mites  de la buena fe que debe manifestarse en una conducta leal  yí  
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honesta, poniendo cada una lo necesario para que el contrato se llegue a 

perfeccionar.  Los tratos preliminares no obligan a contratar,  pues ello 

ser a  contrario  a  la  libertad  contractual;  pero  s  la  de  indemnizarí í  

perjuicios si  las  negociaciones se interrumpen abruptamente, sin causa 

justificada,  porque  la  libertad  contractual  no  constituye  un  derecho 

absoluto, de donde se sigue que no puede ejercerse en forma abusiva, 

causando con ello da o a la contraparte.  (ñ ” Ram n Dom nguez guila,ó í Á  

Responsabilidad  extracontractual.  Ruptura  injustificada  de“  

negociaciones  avanzadas.  Da os  causados ,  en  Revista  de  Derecho,ñ ”  

Universidad de Concepci n N  204, a o LXVI, julio-diciembre 1998,ó ° ñ  

p gina 187 y 188á ).

El  fundamento  ltimo  de  la  responsabilidad  precontractual  loú  

constituye la violaci n del  deber de negociar de buena fe,  lo que noó  

constituye una obligaci n precisa, sino solamente un deber gen rico deó é  

conducta cuya concreci n depende la particular relaci n que surge entreó ó  

las partes a partir de la oferta o de las primeras tratativas contractuales. 

(Corte Suprema Rol 1872-2010).

Desde esta perspectiva el precontrato es una relaci n jur dica queó í  

deja sentada las pautas para dar vida o conducir a los efectos de un 

contrato definido por lo que como toda relaci n jur dica crea derechos yó í  

obligaciones  entre  las  partes,  su  ruptura  sin  fundamento  ofrece 

posibilidad a la parte afectada de intentar las acciones que permitan su 

satisfacci n o simplemente de obligar al cumplimiento del precontrato oó  

reclamar los da os y perjuicios que se deriven de ste.ñ é

QUINTO: Que, lo esencial discutido en este caso resulta ser s  elí  

estado de las conversaciones mantenidas por las partes y la entrega de 

informaci n  en  las  reuniones  en  que  participaron,  ten a  la  entidadó í  

suficiente para determinar la ocurrencia de un quiebre en una razonable 

confianza de la otra parte.  Ello implica precisar, entonces, cu l resultaá  

ser  el  momento  en  que  los  interesados,  en  ejercicio  leg timo  de  suí  
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derecho a no contratar, pierden la libertad de decidir si concluir n o noá  

el  contrato  donde  el  retiro  requiere  de  alguna  justificaci n  que  loó  

autorice.

En efecto, en escenarios de complejas tratativas, como se evidencia 

en este caso, dado el largo espacio de tiempo ocurrido desde que habr aní  

comenzado las negociaciones, las partes deben necesariamente asumir un 

riesgo  por  el  retiro  de  la  otra,  a  menos  que  existan  elementos  que 

constituyan una apariencia diversa y que inequ vocamente demuestrení  

que las voluntades estaban destinadas a la suscripci n de un contrato.ó  

As ,  se  ha  sostenido  que:  b)  para  que  pueda  plantearse  laí “…  

responsabilidad (precontractual) se requiere ante todo que la negociaci nó  

est  en un estado de avance tal que exista acuerdo acerca de los aspectosé  

esenciales del contrato que se discute (art culo 1444).  La certeza de queí ”  

se celebrar  el contrato como consecuencia del actuar del demandado,á  

resulta ser un elemento esencial para separar el ejercicio leg timo a noí  

contratar, y Ello puede ocurrir mediante la declaraci n expl cita en tal“ ó í  

sentido,  pero  tambi n  mediante  la  propuesta  de  realizar  actos  queé  

suponen esa certeza, como puede ser la invitaci n a poner t rmino a laó é  

actividad  que  el  demandante  entonces  realizaba,  la  petici n  oó  

autorizaci n para efectuar arreglos en la casa que se pretender arrendaró  

u otras igualmente inequ vocas , ya que  la creaci n de confianza ení ” “… ó  

la  contraparte  no  es  suficiente  para  dar  lugar  a  la  responsabilidad, 

porque mientras el consentimiento no est  formado conforme a la ley,á  

cada parte deber  contar con que la otra tenga un motivo sobrevinienteá  

para  desechar  el  contrato.   (” Enrique  Barros  Bourie.  Tratado  de“  

responsabilidad extracontractual, Editorial Jur dica de Chile, a o 2006 í ñ –

reimpresi n 2012-, p ginas 1010 y 1011ó á ).

SEXTO: Que, de todo lo precedentemente expuesto, es posible 

concluir  que  el  elemento  indicado  certeza  de  la  celebraci n  de  un– ó  

contrato-  no  concurre  en  la  especie,  tal  y  como fue  asentado  en  la 
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sentencia que se revisa, tanto porque efectivamente no hay constancia de 

haberse acreditado el car cter confidencial de la informaci n que formá ó ó 

parte  de  las  conversaciones  de  las  partes,  al  tratarse  de  antecedentes 

contenidos  de  manera  electr nica  en  internet  y  de  p blico  acceso,  yó ú  

cuanto porque no existen elementos de juicio que sirvan para estimar que 

el proyecto entregado fuese el mismo utilizado por el consorcio en que 

particip  la demandada junto a otras empresas y entidades en el proyectoó  

de CORFO. 

Sin duda, las tratativas sostenidas por las partes no se manifestaron 

en  elementos  vinculantes  propios  de  un  contrato,  a n  en  etapa  deú  

formaci n, ni se han determinado sus caracter sticas esenciales, se trataó í  

pues de probar qu   elementos del acuerdo han dejado de verificarseé  

para determinar que la retractaci n haya dejado a los demandantes conó  

una leg tima expectativa frustrada que no sea aquella ntima derivada deí í  

la imposibilidad de desarrollar su proyecto, pues ella sola no alcanza a la 

afectaci n  de  la  buena  fe  objetiva  como  elemento  esencial  de  laó  

responsabilidad demandada.

En efecto, no se encuentra acreditada en autos la existencia de una 

ruptura il cita o retractaci n intempestiva de las negociaciones habidasí ó  

entre  las  partes  que  vulnere  la  confianza  leg tima  y  constituya  uní  

supuesto  f ctico  susceptible  de  generar  responsabilidad  y,  porá  

consiguiente, el deber de indemnizar los perjuicios que se reclaman.

S PTIMOÉ :  Que,  a  mayor  abundamiento,  es  necesario  dejar 

asentado que no ha existido prueba ni de las reclamaciones acerca de 

estas conductas o de los tems indemnizatorios solicitados por los actores,í  

lo que resulta m s evidente trat ndose de la solicitud de da o moral, elá á ñ  

que  se  ha  fundado en  la  aflicci n  y  frustraci n  de  haber  perdido laó ó  

opci n de celebrar un contrato con otro actor del mercado; sin embargo,ó  

aquello no es posible presumirlo de la sola ocurrencia del hecho il citoí  
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que fundamenta la demanda, el que, por lo dem s, como se ha dicho, noá  

ha resultado acreditado bajo esta categor a. í

No se prob , ni tampoco se rindi  prueba acerca de la efectividadó ó  

de la existencia de una relaci n vinculante en sede precontractual comoó  

tampoco la p rdida de una oportunidad de negocios como da o.é ñ

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  en  los  art culos  186  yí  

siguientes del C digo de Procedimiento Civil, se ó confirma, la sentencia 

de seis de enero de dos mil diecisiete, dictada por el Tercer Juzgado Civil 

de Santiago.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n a cargo del abogado integrante Sr. Enrique Alcalde R.ó

Rol N  º 29.662-2018
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Santiago, veint is is  de diciembre de dos mil  veint id s .  é ó

VISTO:

En estos autos Rol C-20.287-2013 seguidos ante el Tercer Juzgado 

Civil de Santiago, caratulado Madrid con Compa a de Petr leos de Chile“ ñí ó  

COPEC S.A. ,  juicio sumario sobre indemnizaci n de perjuicios, la juez” ó  

titular de ese tribunal, por sentencia definitiva de once de diciembre de dos 

mil diecisiete, rechaz  la demanda, eximiendo a la demandante del pago deó  

las costas.

Elevada  en  apelaci n  por  la  parte  demandante,  la  Corte  deó  

Apelaciones de Santiago la confirm . ó

Respecto  de  esta  ltima  decisi n,  los  demandantes  dedujeron  unú ó  

recurso de casaci n en el fondo.ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que la demandante, por medio de recurso, atribuye a 

la sentencia que impugna diversos errores de derecho que necesariamente 

conducir an  a  su  invalidaci n,  al  estimar  que  se  habr an  infringido  lasí ó í  

normas contenidas en los art culo 1, 3, 4, 5 letra b), 6, 14, 16, 17, 18 y 19í  

de la Ley N  17.336, basado en que la sentencia recurrida determin  una° ó  

errada interpretaci n del concepto de obra  y de los derechos inherentesó “ ”  

de sus autores y el alcance de la exigencia del registro de la misma, ya que 

afirm -  como  creaci n  existe  desde  ese  momento;  por  ello  resultar a– ó ó í  

contradictorio que una obra sea, al mismo tiempo, un secreto empresarial y 

que para existir deba constar en un registro p blico por v a de publicidad.ú í  

Derivado de lo  anterior,  precis ,  la  sentencia desestim  la existencia deó ó  

plagio de su obra, ya que a pesar de dar por establecida la similitud de su 

proyecto con aquel que ten a la demandada, como se indica en el informeí  

pericial que obra en el proceso, omiti  subsumir los hechos probados en lasó  

normas de la Ley N  17.336.°

Una segunda serie de normas infringidas est n constituidas por losá  

art culos 86, 87 y 106 de la Ley N  19.039, ya que el material que fueí °  

entregado a los demandantes en el marco de las tratativas preliminares, de 

las  cuales  se  retiraron  intempestivamente  y  que  qued  en  su  poder,ó  

constituye  un  secreto  profesional,  ya  que  se  trataba  de  informaci nó  
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reservada que utilizaron luego como parte de otro proyecto desarrollado 

con  terceros,  abusando  con  ello  de  la  confianza  entregada.   Por  el 

contrario, dice, la sentencia a pesar de dar por probado el hecho de la 

divulgaci n, advierte que ella fue leg tima, lo que no resulta efectivo ya queó í  

existiendo buena fe en la entrega de informaci n, la otra parte se retir  deó ó  

modo  intempestivo  de  las  tratativas  preliminares  afectando  el  principio 

consagrado en el art culo 1546 del C digo Civil.í ó

SEGUNDO: Que resulta necesario consignar los antecedentes del 

proceso:

1 .-  La  causa  se  inici  por  demanda,  en  juicio  sumario,  de° ó  

indemnizaci n  de   perjuicios,  interpuesta  por   Mauricio  Madridó  

Marticorena y Luis Sep lveda Marticorena en contra de la Empresa deú  

Petr leos de Chile COPEC S.A., acusando la infracci n por la demandadaó ó  

de los derechos de autor establecidos en la Ley N  17.336 por plagio del°  

proyecto denominado Producci n de Biodiesel de 2  generaci n en base a“ ó ª ó  

sistema de cultivo de microalgas en las regiones del norte de Chile .  El”  

proyecto, precis , buscaba la incorporaci n a la matriz energ tica de Chileó ó é  

de  nuevos  biocombustibles,  y  fue  estructurado  en  diversas  etapas  cuyo 

resultado deb a ser objeto de transferencia a empresas interesadas en suí  

desarrollo a escala industrial,  y toda la informaci n que conten a estabaó í  

sujeta a la reserva y protecci n de secretos conforme la Ley N  19.039.ó °

Con el  fin  de llevar  a cabo esta iniciativa tomaron contactos  con 

ejecutivos del Fondo de Inversiones UMN Capital, quienes gestionaron una 

reuni n  con  Arturo  Natho,  Gerente  General  de  Desarrollo  de  COPECó  

S.A., lo que se concret  el 4 de abril de 2007 en la ciudad de Santiago,ó  

oportunidad  en  la  que  se  hizo  una  presentaci n  gr fica  del  proyectoó á  

entreg ndole  copia  impresa  de  su  contenido  que  comprend a  elementosá í  

esenciales  del  mismo;  sin  embargo,  requeridos  los  representantes  de  la 

demandada para firmar un acuerdo de confidencialidad, se negaron a ello 

sin  expresar  razones.  Agregaron  que  las  reuniones  e  intercambio  de 

informaci n  continuaron  hasta  el  a o  2009,  donde  advirtieron  que  aó ñ  

prop sito  de  un  concurso  de  CORFO,  fue  elegido  un  proyecto  de  laó  

empresa  Algae  Fuels  S.A.,  que  conformaba  un  consorcio  tecnol gicoó  

integrado por COPEC S.A., la Pontificia Universidad Cat lica de Chile, yó  
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las empresas Renta Pack y Bioscan, para el desarrollo de una planta de 

producci n con una inversi n de US$ 14.000.0000 a cinco a os.ó ó ñ

Se alaron  que  del  an lisis  de  los  antecedentes  del  proyectoñ á  

presentado a CORFO, advirtieron que ste era igual al suyo y que hab ané í  

aportado  anteriormente  a  la  demandada  de  buena  fe  en  las  reuniones 

sostenidas  con sus  representantes,  haciendo un uso no autorizado de la 

informaci n entregada sin indicar en ning n momento que se encontrabaó ú  

en negociaciones con terceros.

Fundaron su acci n en los art culos 1, 3, 4, 5, 14, 16, 17, 18, 19, 79,ó í  

79 bis , 84, 85 a) y b) de la Ley N  17.336 y pidieron a t tulo de da o° í ñ  

moral,  la  suma  de  $300.00.000,  y  como  lucro  cesante,  la  suma  de 

$125.000.000,  para cada uno de ellos  respectivamente,  o las  sumas que 

determinase el tribunal m s reajustes e intereses desde el hecho hasta suá  

pago efectivo, con costas.

2.- A estos antecedentes, se acumul  la causa Rol 20.290-2013 deló  

mismo tribunal,  que  corresponde  a  una  demanda  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios  en  juicio  sumario  de  los  mismos  demandantes,  en  contra  de 

COPEC  S.A.  fundada  en  los  mismos  hechos,  acusando  esta  vez,  la 

configuraci n  de  un  il cito  civil  contenido  en  la  Ley  N  19.039  sobreó í °  

propiedad  industrial,  consistente  en  el  uso  indebido  de  informaci nó  

proporcionada  de  buena  fe  respecto  del  proyecto  sobre  producci n  deó  

biocombustible  ejecutado  por  los  demandantes  y  transferido  a  la 

demandada en el marco de una negociaci n sobre su implementaci n.  ó ó

Esta acci n se fund  en los art culos  86, 87 y 106 de la Ley Nó ó í ° 

19.039 demandando conforme el art culo 108 letra a) de ese cuerpo legal,í  

pidiendo un total de U.F. 10.000, que corresponden, aproximadamente a 

$116.275.000 para cada uno de los actores, m s reajustes, intereses y costas.á

Solicitaron, adem s, la cesaci n de los actos que violen el derechoá ó  

protegido poniendo t rmino al uso de la informaci n recibida en el procesoé ó  

de sus tratativas preliminares, devolviendo esos antecedentes y destruyendo 

sus respaldos.

3.-  En  su  contestaci n,  referida  a  ambas  acciones,  la  demandadaó  

indic  que  siendo  una  empresa  dedicada  al  rubro  de  combustibles  yó  

lubricantes  en el  pa s,  desde el  a o  2005 que analiza  la  posibilidad  deí ñ  
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invertir  en  el  desarrollo  de  biocombustibles,  tema  en  el  cual  tanto  el 

mercado como la industria en general desarrollaban investigaci n.  Indicó ó 

que se desarrollaron reuniones con ejecutivos de Fondos de inversi n enó  

estudio  de  diversas  posibilidades  present ndose  Jos  Elorriaga  Uribe,  ená é  

representaci n del Fondo de Inversiones Kay Capital, pero que nadie enó  

COPEC S.A. conoce a los demandantes y que fueron invitados a participar 

a  una  reuni n  como  observadores,  sin  suscribir  un  acuerdo  deó  

confidencialidad.

Agreg  que efectivamente fue invitada a participar en otro proyectoó  

de Innova CORFO, desarrollado por Bioscan S.A., Rentapack S.A. en el 

que tambi n particip  la Universidad Cat lica, sin resultados a esa fecha.é ó ó

Opuso la excepci n de falta de legitimaci n pasiva, ya que en lasó ó  

conversaciones habr a participado una empresa diferente, llamada Empresasí  

Copec S.A. que tiene por finalidad desarrollar inversiones con participaci nó  

en distintos rubros, a diferencia de la demandada que explota el rubro de 

distribuci n  de combustibles  a trav s  de estaciones  de servicios  en todoó é  

Chile.

Sostuvo la inaplicabilidad del estatuto de la Ley N  17.336, ya que°  

no  tiene  la  naturaleza  de  una  obra  protegida  el  proyecto  de  los 

demandantes, puesto que se trataba de informaci n general y de dominioó  

p blico como lo es la producci n de biodiesel a partir de microalgas.ú ó

Desconoce la existencia y reconocimiento de un secreto industrial en 

los t rminos de la Ley N  19.039, porque el rea t cnica del biocombustibleé ° á é  

se encuentra ampliamente difundido en publicaciones cient ficas y patentesí  

de invenci n, sin contender un aporte real al estado de la t cnica que leó é  

permitiera ofrecer al  mercado una ventaja competitiva como lo exige el 

art culo 86 de esta ley.í

Sostuvo tambi n la inexistencia de los elementos de la responsabilidadé  

extracontractual  demandada,  negando  la  existencia  de  un  il cito  en  losí  

supuestos de ambas leyes se aladas, esto es, la Ley N  17.336 y N  19.030,ñ ° °  

negando derecho a los demandantes a impedir que ejecute un proyecto de 

esa naturaleza y solicitando el rechazo total de la demanda con costas.

TERCERO: Que, la sentencia de primera instancia determin  queó  

los  demandantes  elaboraron  un  proyecto  denominado  Producci n  de“ ó  
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biodiesel  de  segunda  generaci n  en  base  a  un  sistema  de  cultivo  deó  

microalgas en las regiones del norte de Chile  en febrero de 2007 y que”  

suscribieron  nicamente  con  el  Fondo  de  Inversi n  Key  Capital  S.A.ú ó  

representado por Jos  Elorriaga, un acuerdo de confidencialidad.é

Desestim  la  falta  de  legitimaci n  pasiva  de  la  demandada  poró ó  

estimar  que  los  hechos  demandados  se  refieren  a  la  utilizaci n  deó  

informaci n que tendr a el car cter confidencial por el consorcio llamadoó í á  

Algae Fuels S.A., en el que participa la demandada Compa a de Petr leosñí ó  

de Chile COPEC S.A. y que las alegaciones sobre esta excepci n dicenó  

relaci n con aspectos de fondo de la cuesti n discutida.ó ó

Indic  adem s, que aun cuando las acciones ejercidas son distintas yó á  

est n ntimamente relacionadas, ambas protegen bienes jur dicos diversos.á í í

En cuanto  a  la  infracci n  de  la  Ley  N  17.336  sobre  Propiedadó °  

Intelectual, luego de describir su alcance y analizar el concepto de obra ,“ ”  

expres , que no existen mayores antecedentes del contenido del proyecto deó  

los  demandantes,  lo  que  concluye  tanto  de  la  revisi n  de  los  correosó  

electr nicos  de fojas  166 y fojas  205,  indicando el  perito Sergio Cortesó  

Williamson en su informe a fojas 367 que los antecedentes utilizados por los 

demandantes son incompletos y no determinantes en el proyecto de Alga 

Fuels, indic ndose s , que en este ltimo se incluy  parte del primero en loá í ú ó  

relativo  a  la  producci n  de  biodiesel.  El  peritaje,  se ala  la  sentencia,ó ñ  

concluy  que el proyecto de los actores si bien en nuestro pa s era novedosoó í  

en  2007,  no  ocurr a  lo  mismo  a  nivel  mundial,  existiendo  un  amplioí  

desarrollo del tema, por lo que no existiendo un proyecto completo cuyo 

contenido  pudiera  analizarse  y  ponderarse  con  el  cuestionado  de  la 

demanda, determina que no se verifica una infracci n a la ley de propiedadó  

intelectual como se ha planteado en la demanda, la que rechaza en ese 

cap tulo.í

En relaci n a la infracci n de la Ley N  19.039, sobre propiedadó ó °  

industrial,  expres  que  desconoci ndose  el  proyecto  ntegro  de  losó é í  

demandantes  por  la  falta  de  antecedentes  documentales  aportados  y  lo 

indicado en el informe pericial de fojas 355 y siguientes, no resulta posible 

determinar  que  la  demandada  haya  tenido  acceso  a  informaci nó  

confidencial o reservada ni que su proyecto pueda ser vinculado al que se 
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elabor  por Algae Fuels S.A. ya que ambos son diferentes y s lo guardanó ó  

relaci n  con aquella  parte  referida a la  producci n de biodiesel;  por loó ó  

mismo, desestima la acci n tambi n en esta parte.ó é

Precis ,  por ltimo, que lo resuelto en el proceso Rol 20.286-213,ó ú  

sobre  responsabilidad  extracontractual,  del  mismo  tribunal,  no  pod aí  

obviarse  en  cuanto  se  trata  de  los  mismos  hechos,  los  que  no  fueron 

acreditados.

As ,  rechaza  la  excepci n  de  falta  de  legitimaci n  pasiva  de  laí ó ó  

demandada,  y  rechaza  las  demandas  de  ambos  autos  acumulados, 

eximiendo a la demandante del pago de las costas.

CUARTO: Que, la sentencia de primera instancia fue objeto de un 

recurso  de  apelaci n  por  los  demandantes,  quienes  reiteraron  losó  

antecedentes de las acciones entabladas.

La Corte de Apelaciones, en sentencia de 5 de septiembre de 2018, 

efectu  correcciones  formales  al  fallo  de  primer  grado  y  confirm  laó ó  

sentencia apelada. En relaci n a la infracci n a la propiedad intelectual, eló ó  

fallo reproch  a los demandantes la existencia de un salto argumentativo enó  

relaci n al  car cter protegido de la obra en los t rminos de la Ley Nó á é ° 

17.366, indicando luego que no result  debatido que el proyecto de losó  

demandantes no estaba inscrito en el registro correspondiente, por lo que le 

correspond a  probar  su  existencia  ya  que  no  resultan  objeto  de  laí  

protecci n de esta ley las ideas sino la expresi n creativa y sistematizada deó ó  

las mismas.  Ello requiere que el que recibe la obra, la plagie y la utilice 

p blicamente  sin  la  autorizaci n  del  titular  respectivo,  lo  que  configuraú ó  

temas probatorios de los que debe hacerse cargo quien demanda.

Precis  que el informe pericial de fojas 355, si bien indica que los dosó  

proyectos son similares entre s , en la parte correspondiente a la producci ní ó  

de biodiesel el informe del consorcio en que particip  la demandada resultaó  

ser  m s  amplio,  incluyendo  otros  tems,  pero  que  no  son  iguales,á í  

descartando  as  la  existencia  de  un  plagio  que  resulte  relevante  paraí  

encontrarse en presencia de una infracci n al derecho de autor que genereó  

la obligaci n de indemnizar.ó

En cuanto a la presunta infracci n a la ley de propiedad industrial,ó  

sostuvo que  el  art culo  87 de  la  Ley  N  19.039  contiene  dos  hip tesisí ° ó  
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distintas relativas a la violaci n del secreto empresarial, una, su adquisici nó ó  

ileg tima  y  otra,  relativa  a  su  divulgaci n  o  explotaci n  a  lo  que  haí ó ó  

accedido leg timamente existiendo violaci n de secreto y nimo de obtenerí ó á  

provecho, hip tesis en la que se encuentra el presente caso, cuyos requisitosó  

no se cumplen por la inconcurrencia de prueba suficiente.

QUINTO: Que, como qued  rese ado en los motivos anteriores,ó ñ  

los  jueces  del  fondo  decidieron  desestimar  ambas  demandadas  por  no 

configurarse el il cito en que se fundaban relativo al car cter confidencialí á  

del  denominado  Proyecto  de  producci n  de  biodiesel  de  segunda“ ó  

generaci n en base a sistema de cultivo de microalgas en las regiones deló  

norte de Chile .   Sobre ello, la sentencia de primera instancia concluy” ó 

que ante la falta de mayores antecedentes probatorios, y la no existencia de 

un proyecto completo cuyo contenido pudiera analizarse o ponderarse con 

aquel  otro  cuestionado,  no  resulta  establecida  la  infracci n  a  la  ley  deó  

propiedad  intelectual,   y  que  se  trataba  de  un  tema  ampliamente 

desarrollado  a  nivel  mundial  aunque  poco  conocido  en  nuestro  pa s,í  

conclusi n  a la  que arriba en el  an lisis  del  informe pericial  de Sergioó á  

Cort s Williamson, determinando que el proyecto de los actores no era elé  

mismo que present  la demandada junto al consorcio Algae Fuels S.A. enó  

el concurso de CORFO, abarcando ste ltimo un desarrollo m s integralé ú á  

del tema, sin que existiera un deber de confidencialidad entre las partes, lo 

que concluye en raz n de la documental que se acompa  relativa a lasó ñó  

comunicaciones electr nicas sostenidas entre ellas o entre la demandada yó  

los intermediarios de los demandantes.

Con aquello asentado, y ahora en lo relativo a la infracci n a la leyó  

de propiedad industrial, tambi n con apoyo en las conclusiones del informeé  

pericial indicado de fojas 355 y siguientes, y en la dem s prueba, asentaroná  

que  la  confidencialidad  como  obligaci n  de  la  demandada  no  resultó ó 

establecida y que se trataba de proyectos con diferentes objetivos aunque 

con  una  similitud  no  relevante  derivado  del  an lisis  de  procesos  muyá  

similares.

La Corte  de  Apelaciones,  en  relaci n  con la  acci n  referida a  laó ó  

propiedad  intelectual  agreg  como fundamento,  tambi n  en  an lisis  deló é á  

informe pericial precisado anteriormente, que no result  probado un plagioó  
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y  que  el  proyecto  de  Alga  Fuels  S.A.  no  es  una  copia  fraudulenta  o 

imitaci n del de los demandantes; ahora, en relaci n con la infracci n a laó ó ó  

ley de propiedad industrial incorpor  como fundamento el no cumplimientoó  

de los requisitos de la acci n por falta de prueba- conforme el art culo 87ó – í  

de la Ley N  19.030.°

SEXTO: Que la cita de las disposiciones legales denunciadas por el 

recurrente, expuestas previamente en el motivo primero y los argumentos 

esgrimidos en apoyo de sus afirmaciones en tal sentido tienen por objeto 

sustentar, fundamentalmente, que los sentenciadores habr an errado en laí  

aplicaci n del estatuto normativo que regula la controversia sub lite, el queó  

se hallar a contenido en la Ley 17.336, sobre Propiedad Intelectual; ello ení  

relaci n al concepto de obra  referida en el primer cuerpo legal y al usoó “ ”  

no autorizado de informaci n protegida por el derecho de autor que fueraó  

aportada de buena fe  y  bajo reserva legal  en el  curso de las  tratativas 

preliminares,  apropi ndose  de ello,  y  su  posterior  explotaci n  con  otrosá ó  

actores del mercado.

No obstante lo aseverado por los  recurrentes,  y atento los  hechos 

rese ados en el considerando anterior, se observa que  ñ las recriminaciones 

que formula la recurrente obedecen a su particular manera de analizar las 

probanzas  consideradas  por  los  sentenciadores,  la  forma  en  que  las 

ponderan y las estructuras argumentativas desarrolladas en ese ejercicio. No 

se  aprecia,  en  tal  sentido,  que  en  tal  proceso  deductivo  los  jueces 

incurrieran  en  una  falta  o  errada  fundamentaci n  para  asentar  laó  

ocurrencia o no de un il cito derivado de la infracci n a las reglas de laí ó  

propiedad intelectual, toda vez que establecieron, con an lisis en la pruebaá  

rendida,  que  no  exist an  elementos  de  juicio  que  permitieran  suponerí  

similitudes  entre  los  proyectos  en  cuesti n.   Aquel  reproche  fueó  

categ ricamente desestimado sobre la base del an lisis del informe pericialó á  

incorporado en  la  causa,  sin  desconocer  la  existencia  de  conversaciones 

previas entre las partes,  pero sin concluir la entrega de un proyecto en 

forma que permitiera formular una apreciaci n comparativa como la queó  

suponen los recurrentes.

Lo cierto es que el recurso en este ac pite pretende la formulaci n deá ó  

una  nueva  apreciaci n  de  la  prueba  rendida,  y  particularmente  en  laó  
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apreciaci n del informe pericial de fojas 355 y siguientes de la causa, lo queó  

se evidencia al sostener que los jueces dan por establecido una similitud de 

ambos proyectos, lo que no resulta ser efectivo, pues lo afirmado por los 

jueces del fondo es precisamente lo contrario, como se precisa en el motivo 

d cimo cuarto del fallo de primer grado y luego reafirmado por la Corte deé  

Apelaciones en el considerando cuarto de su fallo, a lo que agrega que no 

existi  plagio como elemento necesario del il cito denunciado.ó í

S PTIMOÉ :  Que,  al  respecto,  cabe  se alar,  que  la  actividad  deñ  

valoraci n o apreciaci n en cuya virtud se pondera la prueba rendida en eló ó  

juicio es privativa de los jueces del fondo, por lo que no admite control o 

revisi n por esta v a, de no mediar infracci n a las normas reguladoras deó í ó  

la  prueba.  Dichas  normas  se  entienden  vulneradas  cuando  los 

sentenciadores invierten el onus probandi, rechazan las pruebas que la ley 

admite, aceptan las que la ley rechaza, desconocen el valor probatorio de 

las  que  se  produjeron  en  el  proceso  cuando  la  ley  les  asigna  uno 

determinado de car cter obligatorio o alteran el orden de precedencia queá  

la ley les diere. Constituyen normas b sicas de juzgamiento, que contienená  

deberes,  limitaciones  o  prohibiciones  a  que  deben  sujetarse  los 

sentenciadores. Luego, los jueces del fondo son soberanos para apreciar las 

pruebas, dentro del marco establecido por las normas pertinentes.

El recurso, por lo dem s, argumenta largamente bajo una hip tesisá ó  

no determinada por los  jueces  del  fondo sin denunciar la  infracci n  deó  

normas como las enunciadas en el p rrafo anterior.á

OCTAVO: Que, a lo anterior, ha de agregarse que el recurso, no 

obstante cuestionar los razonamientos contenidos en la sentencia recurrida, 

no  plantea  ni  explica  la  violaci n  del  art culo  425  del  C digo  deó í ó  

Procedimiento Civil,  referido  precisamente  a la  valoraci n  de la  pruebaó  

pericial  cuyo  contenido  ha  servido  para  desestimar  la  demanda  de  los 

actores.    Al  respecto corresponde referir,  como se  ha fallado  en otras 

oportunidades, que esta norma consagra la potestad del tribunal de apreciar 

aquella prueba en conformidad a las reglas de la sana cr tica, de modo queí  

s lo muy excepcionalmente tocar  a este tribunal de casaci n abocarse aó á ó  

estudiar  c mo los  sentenciadores  han  efectuado tal  razonamiento  y hanó  

ponderado el m rito probatorio que es dable conferir al dictamen pericial,é  
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lo que suceder  en la medida que la manera de proponerse el arbitrio se loá  

permita; esto es, indicando con exactitud cu les reglas de la sana cr tica haná í  

sido inobservadas,  especificando la manera en que se han conculcado y 

demostrando el correcto modo de aplicarlas.

No es eso lo que acontece en la especie, y aunque el recurso retruca 

las  conclusiones  de  los  fallos  de  instancia  que  sostienen  la  ausencia  de 

prueba  sobre  la  conformaci n  de  un  proyecto  completo  sobre  el  cualó  

formular la comparaci n con aquel otro en que particip  la demandada enó ó  

CORFO, lo cierto es que parte de una hip tesis errada al suponer que losó  

jueces asentaron la existencia de dos proyectos similares, lo que no ha sido 

as ;  y  a n  m s,  aunque  la  recurrente  afirme  que  los  sentenciadoresí ú á  

transgreden  los  principios  de  l gica  argumentativa,  esa  circunstancia  esó  

explicada s lo en relaci n al modo en que, a su juicio, deb a evaluarse eló ó í  

m rito  de  convicci n  de  la  pericia,  incurriendo  de  nuevo  en  unaé ó  

recriminaci n que se sostiene en la particular interpretaci n que proponeó ó  

para valorar el dictamen, aspecto ajeno al recurso de nulidad.

NOVENO: Que, iguales reproches han de formularse al recurso de 

casaci n  en  el  fondo  en  lo  referido  a  la  infracci n  normativa  de  lasó ó  

disposiciones de la Ley N  19.039, pues los recurrentes afirman que En° “  

estos  autos  ha  quedado  asentado  (como  hechos  inamovibles)  que  dicha 

informaci n era reservada, se transmiti  a los demandados directamente y aó ó  

trav s de intermediarios, y que estos se retiraron de forma intempestiva deé  

las tratativas utilizando la informaci n como parte de otro proyecto conó  

terceros abusando de la confianza.  (P gina 14 primer p rrafo del recurso),” á á  

alegaci n que nuevamente se sustenta en hechos que fueron desestimadosó  

por  carencia  de  prueba  sobre  el  alcance  ntegro  del  proyecto  de  losí  

demandantes,  como asienta  el  p rrafo  s ptimo del  considerando d cimoá é é  

quinto de la sentencia de primera instancia, a lo que agreg  la Corte deó  

Apelaciones que no se verificaba, adem s, la complitud de los elementosá  

contenidos en la segunda regla del art culo 87 del cuerpo legal indicado.í

D CIMOÉ : Que en raz n de lo que se viene se alando se evidenciaó ñ  

que  los  demandantes  pretenden,  en  ltimo  t rmino,  alterar  los  hechosú é  

fijados  en  el  fallo,  desde  que  no  obstante  lo  concluido  por  los 

sentenciadores, insisten en sostener que las demandas debieron ser acogidas, 
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instando porque se declare que en la especie se acredit  la concurrencia deó  

il citos contenidos en las disposiciones de las leyes N  17.336 y N  19.039, eí ° °  

intent ndolo sobre la base de alegaciones basadas en circunstancias f cticasá á  

que no han sido establecidas en el juicio.

Debe  recordarse  que  la  necesidad  de  establecer  un  presupuesto 

f ctico acorde con el postulado de casaci n se aprecia tambi n en lo queá ó é  

expresamente precept a  el art culo 785 del C digo de Procedimiento Civil,ú í ó  

en cuanto se ala que Cuando la Corte Suprema invalide una sentenciañ “  

por casaci n en el  fondo, dictar  acto continuo y sin nueva vista,  peroó á  

separadamente, sobre la cuesti n materia del juicio que haya sido objeto deló  

recurso, la sentencia que crea conforme a la ley y al m rito de los hechosé  

tales  como  se  han  dado  por  establecidos  en  el  fallo  recurrido, 

reproduciendo los fundamentos de derecho de la resoluci n casada que noó  

se refieran a los puntos que hayan sido materia del recurso y la parte del 

fallo no afectada por ste .é ”

UND CIMO:  É Que,  sin  perjuicio  de  lo  ya  razonado,  conviene 

recordar  que  la  doctrina  ha  se alado  que  la  regulaci n  legal  de  lañ ó  

formaci n  del  consentimiento  no  recoge  adecuadamente  la  realidadó  

pr ctica, en cuanto, previo a la oferta, suele existir un per odo previo deá í  

negociaci n o tratativas preliminares, cuyo es el caso de lo alegado en estaó  

causa.

El  tema  ha  sido  objeto  de  un  muy  detallado  an lisis  a  fin  deá  

establecer si, en esta etapa previa a la formaci n del contrato, podr a o noó í  

surgir  una  responsabilidad  para  los  part cipes  de  la  negociaci n;í ó  

responsabilidad que suele denominarse “precontractual”

Sobre  la  materia,  es  necesario  considerar  que  durante  el  per odoí  

precontractual a n no hay intenci n de obligarse, sino que existe libertadú ó  

para negociar, debatir distintas posturas, y as  explorar si es o no buenoí  

contratar, intercambiando informaci n.ó

La doctrina tradicional se ala que el principio que impera es el de lañ  

libertad  de  contratar  y,  por  lo  tanto,  hay  ausencia  de  obligaciones. 

Consecuentemente, no existe reproche si hay un desistimiento unilateral y 

no hay responsabilidad porque se ejerce el libre derecho de desistirse del 

eventual contrato, aunque haya da os.ñ
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La  doctrina  moderna,  en  cambio,  cree  que  si  puede  haber 

responsabilidad. 

Al respecto, Faguella sostiene que habr  responsabilidad cuando unaá  

de las partes se retira arbitrariamente de las negociaciones, y es arbitrario 

cuando hay una violaci n de la confianza que se genera al consentir, aló  

tratar, o bien cuando se viola el pacto de garant a  al negociar, que tiende“ í ”  

a resguardar que las negociaciones seguir n su curso normal hasta llegar aá  

la celebraci n de un contrato o hasta el fracaso de las negociaciones, poró  

existir  intereses  econ micos  irreconciliables.  (citado  por  Saavedraó  

Galleguillos,  Francisco  (2004),  La  responsabilidad  durante  los  tratos“  

negociales  previos ,  en  Revista  ” Lex  et  veritas,  Facultad  de  Ciencias 

Jur dicas  de  la  Universidad  Internacional  Sek,  Santiago,  Editoralí  

Metropolitana, Vol. 2. p. 85)

Se critica a Faguella por su extrema rigidez; nadie negociar a en esasí  

condiciones.  Por  lo  mismo,  otros  autores  afirman  que  no  puede  haber 

responsabilidad  sin  culpa;  y  hay  culpa  cuando  se  infringen  los  usos 

impuestos y la equidad comercial. En la misma l nea, Barrientos afirma queí  

la confianza que se ha creado en el otro, apreciable objetivamente, y su 

infracci n  intencional  por  uno  de  los  tratantes  y  que  origina  un  da oó ñ  

patrimonial, supone despreciar la buena fe. (Barrientos Zamorano, Marcelo 

(2010):  Da os y Deberes  en las  Tratativas  Preliminares  de un Contratoñ  

(Legal Publishing, segunda edici n, enero de 2010, ó pp. 53 y 55)

Seg n Roppo, as  como el aceptante que experimenta la retractaci nú í ó  

puede tener derecho al contrato o derecho al resarcimiento, conforme a lo 

que logre probar y argumentar en torno de la oportunidad o inoportunidad 

de  aquella,  lo  mismo  vale  para  la  parte  involucrada  en  la  formaci nó  

progresiva del contrato, y sorprendida por la salida de la contraparte que 

abandona  una  tratativa  que  est  bastante  avanzada,  o  pr cticamenteá á  

concluida.  Si  prueba  que  el  contrato  se  ha  formado,  tiene  derecho  al 

contrato, en caso contrario, tiene derecho, por lo menos, al resarcimiento. 

(Roppo, Vincenzo (2004): Divagaciones no muy ortodoxas en materia de“  

contratos  en ” Estudios sobre el Contrato en general por los sesenta a os delñ  

C digo Civil italianoó  (1942-2002) (V.V.A.A.) (trad. Leysser L. Le n, Lima,ó  

ARA  Editores,  segunda  edici n,  p.  512.)   Tal  indemnizaci n  afirmaó ó –  
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Monateri  se limita al  – inter s negativoé  y no puede extenderse al perjuicio 

sufrido por la frustrada celebraci n del contrato. (Monateri, Pier Guiseppeó  

(2004):  La  responsabilidad  precontractual  en  el  ordenamiento  jur dico“ í  

italiano  en ” Estudios sobre el Contrato en general por los sesenta a os delñ  

C digo Civil italianoó  (1942-2002), V.V.A.A. (trad. Leysser L. Le n, Lima,ó  

ARA Editores, segunda edici n, p. 533).ó

Rosende, por su parte,  se ala que para que nazca responsabilidadñ  

precontractual se requiere:

a. Que  exista  consentimiento  en  las  tratativas  preliminares  o 

acuerdo en negociar. Siempre se debe respetar el principio de la libertad 

para negociar (decidir si se contrata o no), pero cuidando de respetar el 

patrimonio ajeno. Las partes deben ejercer su libertad dentro del marco de 

la buena fe que morigera lo anterior. Si se viola la buena fe negociando y 

se causa un da o con culpa, cabe la indemnizaci n pues se est  cometiendoñ ó á  

un il cito civil. Si el hecho es il cito hay un delito civil. Si el hecho es l cito,í í í  

tambi n podr a haber responsabilidad precontractual, pues puede tratarseé í  

de un caso de enriquecimiento sin causa.

b. Que se hayan efectuado gastos por una de las partes en v as delí  

contrato. Hay que distinguir: 

- si las partes han estipulado la forma en que se han de solventar 

los  gastos,  accidentes,  etc.,  regir  el  acuerdo  entre  las  partes  de  laá  

negociaci n y habr , consecuentemente, responsabilidad contractual; ó á

- en  cambio,  si  no  se  ha  estipulado  nada  al  respecto,  será 

necesario determinar qui n paga por ellos en la etapa de negociaci n. Paraé ó  

este efecto, ser  menester dilucidar si los gastos se realizaron antes de laá  

negociaci n o durante ella. (i) Respecto de los gastos incurridos antes de laó  

negociaci n, estos son de cargo de quien los realiza, por ejemplo, gastos poró  

publicidad,  porque  ceden  en  beneficio  propio,  salvo  que  otro  se  haya 

aprovechado  tambi n  de  los  mismos  pues,  en  ese  caso,  habr aé í  

enriquecimiento sin causa en la medida que no sea motivo de lucro para 

quien  se  empobreci .  (ii)  Respecto  de  los  gastos  incurridos  durante  lasó  

tratativas, deber  distinguirse qui n soport  el gasto y a qui n beneficia. Noá é ó é  

hay derecho a reembolso respecto de los gastos que se hacen por iniciativa 

propia y que ceden, tambi n, en beneficio propio. En cambio, trat ndoseé á  
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de los gastos incurridos por iniciativa propia y que benefician a ambos, 

habr  derecho a repetir cuando existe enriquecimiento sin causa. á

c. Debe existir un retiro unilateral de las negociaciones contrario  

a  la  buena  fe. Desde  el  momento  en  que  tiene  lugar  un  retiro,  se 

materializa  el  riesgo  de  no realizar  el  negocio,  existe  certeza  de  la  no 

realizaci n  del  negocio.  Sin  embargo,  por  ese  solo  hecho  no  hayó  

responsabilidad, porque si as  fuera nadie negociar a. Hay que buscar uní í  

equilibrio entre la libertad para negociar y el respeto al patrimonio ajeno, y 

ese  equilibrio  es  la  buena  fe.  (Rosende  Alvarez,  Hugo  (1979), 

Responsabilidad  Precontractual,  Ediciones  Universitarias  de  Valpara so,í  

Valpara so, pp. 33 y ss).í

DUOD CIMO:É  Que esta Corte Suprema (SCS  Rol N  45.515-°

2017) ha tenido ocasi n de referirse al tema que se analiza y lo ha hechoó  

en los siguientes t rminos:é

CUARTO:  Que  las  tratativas  contractuales  o  precontractuales“  

constituyen  di logos,  intercambios  de  informaci n  y  evaluaciones  deá ó  

factibilidad  preliminares  que  preceden  a  la  asunci n  de  obligacionesó  

contractuales  y  permiten  a  los  negociantes  establecer  los  t rminos  delé  

contrato que procuran celebrar.

Acerca de la responsabilidad precontractual Rudolf von Ihering forjó 

la teor a de la culpa í in contraendo apuntando que la diligencia propia del 

contrato no s lo se exig a en las relaciones ya establecidas, sino tambi n enó í é  

las relaciones contractuales en v as de formaci n. í ó

En nuestro pa s, el profesor Hern n Corral Talciani al abordar estaí á  

materia expresa que “las reglas de responsabilidad aplicables a los casos de  

obligaciones legales relacionadas con la oferta deben ser complementadas  

por las normas de la responsabilidad extracontractual. En caso del cierre de  

negocios, no parece sencillo visualizar un verdadero cuasicontrato, ya que  

existe  una  convenci n  (oferta  aceptada).  Por  ello  su  incumplimientoó  

originar  responsabilidad  contractual,  pero  siempre  y  cuando  seaá  

reconocido como v lido y eficaz como convenci n innominadaá ó . A ade que” ñ  

“en caso contrario la responsabilidad por su ruptura ser  extracontractualá  

por  violaci n  del  principio  general  de  la  buena  feó  (Lecciones  de”  
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Responsabilidad Civil Extracontractual, Editorial Jur dica de Chile, primeraí  

edici n, febrero de 2004, p g. 43).ó á

QUINTO: Que en el mismo sentido Enrique Barros Bourie expresa 

que “mientras no haya consentimiento, no nacen obligaciones contractuales  

entre las partes, pues stas tienen por antecedente necesario la voluntad deé  

obligarse  (art culo  1445).  Sin  embargo,  ya  durante  la  negociaci n  delí ó  

contrato surgen para las partes deberes de cuidado. Si las partes regulan sus  

negociaciones  mediante  acuerdos  en  principio  u  otras  convenciones  

preliminares, los deberes rec procos devienen en obligaciones contractuales,í  

en los t rminos de esos acuerdos. A falta de esos contratos preparatorios,é  

cuya interpretaci n y efectos pertenecen al derecho de los contratos, losó  

deberes de cuidado que las partes deben emplear en la negociaci n est nó á  

impuestos  por  el  derecho,  y  no  por  la  convenci n,  de  modo  que  laó  

responsabilidad  precontractual  es  extracontractual  (Tratado  de”  

Responsabilidad  Extracontractual,  Editorial  Jur dica  de  Chile,  primeraí  

edici n, a o 2006, p gs.. 1003-1004).ó ñ á

De lo antes expuesto es posible colegir que el caso sub lite debe ser 

resuelto  a  la  luz  de  lo  dispuesto  en  los  art culos  2314  y  siguientes  delí  

C digo Civil, toda vez que las tratativas preliminares llevadas a cabo poró  

las partes no concluyeron con la celebraci n de un contrato y, por ende,ó  

stas no quedaron vinculadas por convenci n alguna. Lo expuesto descartaé ó  

la aplicaci n de los art culos 97 a 109 del C digo de Comercio, de maneraó í ó  

que  cabe  desechar  los  errores  de  derecho  en  que se  funda  el  presente 

arbitrio, en tanto no se refieren al r gimen de responsabilidad aplicable ené  

la especie.

SEXTO:  Que  la  responsabilidad  extracontractual  se  encuentra 

regulada en los art culos 2314 y siguientes del C digo Civil. El primero deí ó  

ellos  estatuye  que “el  que  ha  cometido  un delito  o  cuasidelito  que  ha  

inferido da o a otro, es obligado a la indemnizaci n; sin perjuicio de lañ ó  

pena  que  le  impongan  las  leyes  por  el  delito  o  cuasidelito .  Esta”  

responsabilidad civil surge cuando se verifica un hecho voluntario, il cito,í  

imputable, que ha sido la causa de un da o a las personas.ñ

Al efecto,  durante  las  tratativas  preliminares  no existe  un  v nculoí  

contractual pero las partes se encuentran vinculadas por una relaci n deó  
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confianza,  que  da  lugar  a  determinados  deberes  de  conducta  exigibles, 

particularmente deberes  precontractuales.  “Estos  deberes  precontractuales  

depender n de las circunstancias concretas del caso, pero se suelen se alará ñ  

dentro de estos, el deber de informaci n, protecci n y confidencialidad, enó ó  

este sentido no hay duda de la existencia de dichos deberes, los que son  

regidos  en  gran  medida  por  criterios  de  lealtad  en  las  negociaciones” 

(Revista  Estudios  Jur dicos  Democracia  y  Justicia,  N  1,  a o  2012,í ° ñ  

Universidad  de  Talca,  Algunas  Consideraciones  sobre  el  deber  de“  

informaci n en las tratativas preliminares: un an lisis desde el C digo Civiló á ó  

Chileno , Diego Mat as Vald s Quinteros).” í é

El citado autor  sostiene que cada parte  espera  de la  otra que se 

comporte conforme a la buena fe, de manera que la oferta de contratar y la 

negociaci n contractual conlleva los deberes de cooperaci n y lealtad, elloó ó  

implica que en este tipo de responsabilidad civil deben estar presentes los 

siguientes  elementos:  a)  la  creaci n  de  una  razonable  confianza  en  laó  

conclusi n o perfeccionamiento del contrato proyectado; b) la producci nó ó  

de un da o en el  patrimonio de una de las partes;  y c)  la relaci n deñ ó  

causalidad entre el da o al patrimonio por un lado y la confianza que fueñ  

promovida y result  defraudada por el otro negociante.ó

El il cito en este caso no consiste en haberse resistido a celebrar elí  

contrato, sino en haber negociado de mala fe o con grave desaprensi nó  

respecto de los intereses de la otra parte, como ser a la ruptura intempestivaí  

de  las  negociaciones.  Por  ende,  “la  regla  general  ser  que  el  inter sá é  

protegido  no  es  el  beneficio  que  el  contrato  habr a  reportado  alí  

demandante si hubiese llegado a celebrarse o si hubiese sido v lido (esto es,á  

la frustraci n del prop sito contractual), sino los da os que se siguen deló ó ñ  

il cito,  como son  los  costos  de  negociaci n  y  los  que  se  derivan  de  laí ó  

confianza  creada  en  la  contraparte  y  contrariada  de  mala  fe  por  el  

demandado  (Barros, ob. cit., p g. 1007).” á

En iguales t rminos el profesor Marcelo Barrientos Zamorano afirmaé  

que “La buena fe en la etapa in contrahendo requiere hablar claro, evitar  

hacer afirmaciones inexactas o guardar silencio sobre ciertas informaciones  

que puedan conducir a la otra parte a una errada representaci n de losó  

elementos  del  contrato .  Considera  el  autor  que  ” “La confianza  creada,  
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apreciable  objetivamente,  y  su  infracci n  intencional  por  uno  de  losó  

tratantes, que origina un da o patrimonial, supone despreciar la buena feñ ” 

( Da os y Deberes en las Tratativas Preliminares de un Contrato , Legal“ ñ ”  

Publishing, 2  Edici n, enero de 2010, p gs. 53 y 55).° ó á

S PTIMO: Que trat ndose de la responsabilidad extracontractual enÉ á  

el contexto de las tratativas preliminares es importante recalcar que el retiro 

durante esta fase es un derecho para las partes, pero ello no excluye la 

responsabilidad por los da os que se generen por aquel que se desiste sinñ  

causa  o  arbitrariamente.  Es  as  como el  profesor  Barros  afirma que laí  

responsabilidad  por  ruptura  de  las  negociaciones  no  tiene  jam s  porá  

antecedente el mero hecho de que el contrato no llegue a celebrarse, sino 

las  hip tesis  en  que  una  parte  ha  abusado  de  la  confianza  de  suó  

contraparte, infligi ndole da o (ob. cit., p g. 1008).é ñ á

En el mismo sentido el profesor Barrientos refiere que “Llegados a 

aquel instante de la negociaci n en que la confianza en el actuar del otro esó  

asumida como parte de la continuaci n de las mismas, y habiendo sidoó  

lograda  ella  a  trav s  de  acciones  o  pr cticas  que  de  ordinario  hacené á  

presumir tal confianza en el curso normal o previsible de los negocios de  

acuerdo a la pr ctica jur dica, la ruptura intempestiva e injustificada de lasá í  

negociaciones preliminares aparece como ileg timo ejercicio de libertad deí  

parte de una de ellas  (ob. cit., p g. 59).” á

Para que opere el resarcimiento por el retiro intempestivo se requiere 

que la  negociaci n  est  en un estado de avance tal  que exista  acuerdoó é  

acerca de los aspectos esenciales del contrato que se discute, como tambi né  

que el  demandado  haya creado en la  contraparte  la  certeza  de que la 

negociaci n concluir  en un contrato. ó á “La responsabilidad por ruptura de 

las negociaciones debe ser entendida de mejor manera a la luz del abuso de  

una potestad jur dica, que no exige intenci n de da ar pero s  una graveí ó ñ í  

desconsideraci n del inter s de la contraparte que es incompatible con laó é  

buena fe  ( Barros, ob. cit., p g. 1012).  ” á ”

D CIMO  TERCERO:É  Que, as  las cosas y sobre la base de loí  

expuesto en los motivos sexto a duod cimo, queda de manifiesto que, ené  

adici n a lo ah  se alado, en estos autos no se acredit  por los demandantesó í ñ ó  

ninguno de  los  supuestos  f cticos  que  hacen  procedente  la  denominadaá  
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responsabilidad  precontractual  y,  en  particular,  la  existencia  de  una 

confianza  quebrantada,  abuso  o  desprecio  a  la  buena  fe,  ni  retiro  o 

retractaci n intempestiva del demandado respecto de las negociaciones oó  

tratativas preliminares habidas entre las partes.

D CIMO  CUARTOÉ : Que lo explicado en precedencia permite 

desestimar el recurso de nulidad sustancial levantado por los actores.

Y de conformidad adem s con lo dispuesto en los art culos 764 y 767á í  

del C digo de Procedimiento Civil, ó se  rechaza el recurso de casaci n enó  

el  fondo  interpuesto  por  el  abogado  Jos  Bidart  Hern ndez,  ené á  

representaci n  de la  parte  demandante,  contra la  sentencia  de cinco deó  

septiembre de dos mil dieciocho, dictada por la Corte de Apelaciones de 

Santiago.

Reg strese y devu lvase junto con sus agregados.í é

Redacci n a cargo del abogado integrante Sr. Enrique Alcalde R.ó

Rol N  32.714-2018°
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Guillermo Silva Gundelach, Arturo José Prado Puga, Mauricio
Alonso Silva Cancino y María Angélica Cecilia Repetto García y el Abogado
Integrante Enrique Alcalde Rodriguez . Santiago, veintiséis de diciembre de
dos mil veintidós.

Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a veintiséis de diciembre de dos mil veintidós, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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